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SINOPSIS 




			 




			¿Existe el nacionalismo español? Para sus detractores es una realidad evidente; para sus defensores sería inexistente: mera lealtad a un Estado constituido y a su ley fundamental, un patriotismo cívico y virtuoso. Pero, ¿a qué llamamos nacionalismo? ¿La aspiración a la homogeneización etnocultural de un colectivo territorial? Entonces, muchas de las facetas del discurso y praxis identitaria que identifica a España como nación no son nacionalistas. ¿O, por el contrario, la afirmación en el espacio público de  que un colectivo territorialmente delimitado es sujeto de derechos políticos colectivos, y por tanto titular de la soberanía? Entonces sí existe un nacionalismo español, ideológica y culturalmente heterogéneo como todo nacionalismo. Pues bajo la  afirmación de España como nación han coexistido y coexisten quienes la conciben como un todo culturalmente homogéneo y centralizado, y quienes consideran que esa nación es culturalmente plural, y políticamente descentralizada. Patriotas de una nación identificada con un Estado existente y de larga tradición imperial, que devienen en nacionalistas al subir el tono, o hacerse visibles en coyunturas de enfrentamiento político (o bélico). 




			En este libro, se aborda una genealogía histórica de los diversos discursos nacionalistas españoles en la Edad contemporánea, sin olvidar sus precedentes. Todos ellos comparten la indivisibilidad de la soberanía, cuyo único sujeto es España, y la convicción de que la polis, la comunidad política española, no tiene acta fundacional en  la Constitución de 1978, ni en la de 1812, sino que posee fundamentos históricos y culturales anteriores. A partir de ahí, ha habido patriotas demócratas y no demócratas, nacionalistas étnicos y cívicos, y combinaciones diversas de ambos elementos. 
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			Nota previa 




			 




			Este ensayo aspira a ser una exposición sintética y asequible para un público amplio de la evolución histórica del nacionalismo español en la contemporaneidad, llegando hasta el presente, aunque con especial atención al período 1975-2018. Su objetivo es ofrecer una reflexión breve de las principales líneas de desarrollo de un fenómeno complejo y pluriforme que, para una buena parte de los actores políticos y la intelectualidad española actual, simplemente no existe. Optamos por un estilo sintético y claro, un lenguaje directo y un tono de alta divulgación. Por ello, se ha reducido el aparato crítico al mínimo indispensable, se han eliminado notas y referencias bibliográficas, y se remite al público lector a una bibliografía seleccionada al final, en la que podrá hallar referencias e informaciones complementarias. 




			Buena parte de los argumentos aquí expuestos han sido ya avanzados por el autor en diversos artículos académicos en diversos idiomas durante los últimos años, en volúmenes coordinados con los colegas Javier Moreno Luzón, Stéphane Michonneau y Francisco Sevillano, y en monografías dedicadas a los nacionalismos durante la guerra civil española (2006), al nacionalismo español desde la muerte de Franco (2010), y (en coautoría con Javier Moreno) la evolución de los símbolos nacionales en la España contemporánea (2017). Nos hemos beneficiado en buena medida de reflexiones anteriores, que hemos procurado actualizar y revisar. El tono crítico de esta obra se corresponde con la obligación de todo historiador que se precie: suscitar debates y proponer paradigmas e interpretaciones, aunque para ello nos veamos forzados a adoptar una visión panorámica y, por tanto, a sacrificar detalles y matices. Escribir sobre temas sensibles y objeto de pasión identitaria, como son los nacionalismos y las identidades nacionales, en un país donde las disputas acerca de esa materia están al rojo vivo, coloca al osado especialista con mucha frecuencia en medio de un fuego cruzado: los partidarios y los detractores de la identidad nacional analizada, en este caso la española, no siempre son capaces de dejar de lado las pasiones y mantener la frialdad y un tono académico y analítico. No es nuestra intención satisfacer a los parroquianos de una u otra identidad nacional; antes al contrario, una señal de acierto suele consistir en incomodarlos a todos. Para el buen historiador no hay mejor patria que la buena historia, y es esa la única a la que, con mejores o peores resultados, intentamos servir. 




			Son numerosos los colegas con los que hemos compartido inquietudes historiográficas y teóricas acerca del estudio del nacionalismo español. Aun a riesgo de no poder citar a todos, queremos dejar constancia de que estas páginas deben mucho a los debates e intercambios de ideas mantenidos a lo largo de los tres últimos lustros con José Álvarez Junco, Ferran Archilés, Sebastian Balfour, Fernando Devoto, José María Faraldo, Ludger Mees, Stéphane Michonneau, Fernando Molina, Javier Moreno Luzón, Xosé Ramón Quintana —generoso lector de una primera versión de este manuscrito—, Alejandro Quiroga, Ismael Saz, Eric Storm, Enric Ucelay-Da Cal y Ramón Villares. Por supuesto, errores u omisiones son de mi única responsabilidad. 




			Finalmente, este libro no habría visto la luz sin la tenacidad, profesionalidad y paciencia de mis sufridas editoras, Carmen Esteban y Raquel Reguera, quienes me convencieron de la pertinencia de publicar esta breve historia de título evocativo, y supieron tolerar mis varias demoras en entregar el manuscrito. Tampoco sin mi familia, que una vez más supo disculpar mis periódicas ausencias ante la pantalla del ordenador para acabar este texto. A todos ellos, muchas gracias. 
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			Introducción:  




			¿existe el nacionalismo español? 




			 




			La discusión teórica sobre la naturaleza y evolución de los nacionalismos en las ciencias sociales está lejos de la unanimidad interpretativa. Por ello, en este libro se partirá desde unas posiciones y opciones teóricas determinadas y explícitas, aunque no por ello dogmáticas, para evitar caer en un positivismo estéril y acrítico. 




			Los paradigmas interpretativos acerca del nacionalismo siguen moviéndose entre dos polos, situándose la mayoría de los enfoques historiográficos en una posición de mayor o menor cercanía a cada uno de ellos. En un extremo, se situarían las teorías primordialistas (o, según la clásica definición de Anthony Smith, geológicas), que vendrían a ser la visión modernizada del clásico concepto orgánico-historicista o esencialista de nación, procedente de la tradición cultural alemana de fines del siglo XVIII y principios del XIX. Según esa interpretación, las naciones serían realidades objetivas legitimadas por la existencia previa de factores diacríticos, entre ellos una cultura, un espíritu peculiar (Volksgeist), una historia o unas características de tipo étnico, de las que surgiría el nacionalismo como un fenómeno político derivado de la existencia previa de una nación. En el otro extremo, se sitúan las teorías constructivistas o modernistas (gastronómicas, según Smith), que a su vez se corresponden en buena parte con el concepto revolucionario de nación inaugurado por las revoluciones norteamericana y francesa a fines del setecientos: la nación sería la comunidad política integrada voluntariamente por aquellos ciudadanos que así lo eligen; y el nacionalismo, una construcción política que obedece a discursos e intereses en juego. 




			Aquí asumimos de manera consciente el presupuesto teórico de que el nacionalismo es gastronomía y no geología. Pero también que la naturaleza de las materias primas tiene influencia en la configuración final de la receta. Como ideología o conjunto de creencias políticas, como práctica cultural y como movimiento sociopolítico, el nacionalismo precede a la nación y la construye. Desde un enfoque constructivista matizado, definimos la nación como una comunidad imaginada, inherentemente soberana y delimitada territorialmente, integrada por un colectivo de individuos que se sienten vinculados entre sí, con base en factores muy variables y dependientes de la coyuntura concreta, desde la voluntad a la territorialidad o la historia común y el conjunto de características étnico-culturales relativamente objetivables que podemos denominar «etnicidad», es decir, que definen una conciencia social y prepolítica de la diferencia; y que, sobre todo, consideran que ese conjunto de individuos es el sujeto soberano de derechos políticos colectivos. Como ha escrito Anne-Marie Thiesse, todos los nacionalistas siguen un método Ikea a la hora de configurar de forma variable los elementos del mobiliario de su nación particular, desde mitos y características étnicas hasta símbolos y creencias. 




			Aunque concedemos una relevancia fundamental a la construcción de las ideologías y entidades políticas, incluyendo las nacionalistas, por parte de los actores sociales de acuerdo con sus intereses, cosmovisión y preferencias selectivas, también cabe considerar que el nacionalismo implica una propuesta de identidad colectiva de dimensiones culturales y políticas, pues atañe a la definición del sujeto de derechos políticos colectivos y a la legitimidad del poder ejercido en ese territorio. Por tanto, el nacionalismo y la identidad nacional pueden basarse, apoyarse o verse condicionados o favorecidos por la existencia de discursos e identidades colectivas y prepolíticas de cierta aceptación social, estén aquéllas fundamentadas en lealtades institucionales de naturaleza territorial o en conciencias étnico-culturales anteriores a la Edad Contemporánea. Sin embargo, la existencia de esas identidades proto- o prenacionales no presupone, ni determina, el surgimiento de nacionalismos propiamente dichos en la Edad Contemporánea. Los nacionalismos, en el sentido moderno del término, son resultado de la movilización política y cultural de los actores presentes en cada circunstancia histórica. 




			En consecuencia, consideramos que la nación es una realidad social que existe científicamente sólo en la medida en que sus integrantes están convencidos de su existencia. La aparición de la nación como fenómeno histórico se vincula plenamente a la irrupción de la Edad Contemporánea, en la fase durante la que los antiguos principios legitimadores de la soberanía y el poder (lealtades dinásticas y señoriales, identificación religiosa, criterios de vecindad jurídica...) entran en crisis desde finales del siglo XVIII y han de ser sustituidos por nuevos principios. Como ya apuntamos, factores como la etnicidad (conjunto de rasgos que identificarían externamente a un colectivo y definirían una construcción social de su diferencia, como idioma, cultura, costumbres y tradiciones populares, etcétera), la identidad religiosa, instituciones comunes de gobierno territorial y memorias transmitidas a través de las generaciones, pueden actuar como elementos generadores de una identidad colectiva desde la Edad Media y la Edad Moderna y, a su vez, pueden operar como precondiciones favorables para el desarrollo de un nacionalismo en la Edad Contemporánea. Pero eso no implica que exista una identificación mecánica o monovalente entre etnia, comunidad política premoderna y nacionalismo. 




			Además de ello, el proyecto nacional puede ser compartido por varios grupos sociales del colectivo definido como nación o serlo sólo en parte; puede asociarse a distintos intereses sociales, diferentes concepciones del mundo y de la sociedad, y por lo tanto a diferentes ideologías políticas. Pues el nacionalismo en sí es un ingrediente político-ideológico capaz de combinarse de forma extraordinariamente maleable con diferentes corpus ideológicos y con diversos intereses sociales. A lo largo de los siglos XIX, XX y XXI ha habido muchos nacionalismos de impronta conservadora, tradicionalista o reaccionaria; pero también los ha habido de cariz liberal, demócrata, marxista e incluso anarquista. Los nacionalismos, por lo tanto, se insertan en procesos dinámicos de construcción social de la identidad colectiva. Son los propios nacionalistas o patriotas los agentes proactivos que construyen las naciones, a menudo sobre la base de identidades colectivas y ámbitos de relación social preexistentes. Y no al contrario.  




			Cierto es que la discusión académica acerca de la existencia de naciones y hasta de nacionalismos con anterioridad al último tercio del siglo XVIII sigue abierta. La mayoría de los nacionalistas y patriotas, y aun muchos especialistas, son de la opinión de que ya a fines de la Edad Media se pueden encontrar colectividades territoriales con vínculos nacionales: identidades que iban más allá de la lealtad dinástica, la confesión religiosa y la conciencia étnica. No obstante, mantenemos que no existieron naciones en el sentido actual con anterioridad al comienzo de la Edad Contemporánea, es decir, antes de la primera revolución liberal que se recubrió de un discurso nacionalista moderno: la que llevó a la independencia de los Estados Unidos de América. 




			Al tratar sobre los nacionalismos en España desde una perspectiva histórica, tanto el nacionalismo español como los nacionalismos alternativos —catalanismo, galleguismo, nacionalismo vasco, nacionalismo cubano o puertorriqueño en el siglo XIX...—, cabe en primer lugar huir de cualquier tentación primordialista. No hay que suponer que dentro de las fronteras de la comunidad política hispana han existido desde tiempos remotos naciones predeterminadas. Por el contrario, a lo largo de los siglos XIX y XX se asiste a una realidad dinámica, con procesos de construcción nacional contrapuestos, dialécticos e incluso interactuantes. Existe una relación constante entre el desarrollo del nacionalismo español y el nacimiento y evolución de los nacionalismos periféricos: los éxitos del primero condicionan los fracasos de los segundos, y viceversa; pero tampoco cabe suponer que las identidades colectivas se reducen a un recipiente lleno o vacío de identidad «española» pura o de otra alternativa e igualmente pura, sino que se trata de desarrollos fluidos, en los que los procesos de identificación etnoterritorial o nacional siguieron dinámicas híbridas que implicaron, al menos durante amplios períodos, la creación de identidades múltiples. No se debe concebir la cuestión nacional en España como si cada nacionalismo o cada territorio fuese un compartimento estanco, como con frecuencia se ha supuesto implícitamente en la historiografía hispánica. Aunque pueda parecer obvio recordarlo, el desarrollo del nacionalismo español desde fines del siglo XIX condiciona el de los nacionalismos periféricos, al igual que acaece el proceso inverso. 




			La existencia de un nacionalismo español en la Edad Contemporánea, y de modo particular en la España democrática posterior a la muerte del general Francisco Franco, es aún objeto de debate entre los científicos sociales y los propios políticos e intelectuales españoles en general. No se cuestiona la existencia de nacionalismos subestatales opuestos a la concepción de España como «patria común e indivisible de los españoles», como reza la Constitución de 1978; incluso aquéllos (vascos, catalanes, gallegos, etcétera) asumen y aceptan con orgullo en su mayoría su condición de nacionalistas. Pero la autodefinición de nacionalista español no acostumbra a ser reconocida por quienes defienden y asumen que España es una nación, independientemente de su ubicación en el espectro político partidario, a derecha o a izquierda.  




			Todo depende, como señalábamos al principio, de qué entendamos por el término nacionalismo. Si compartimos la acepción, corriente en el ámbito germanófono y francófono, que identifica nacionalismo con exaltación de la concepción orgánico-historicista, etnicista y esencialista de la comunidad política frente al concepto cívico de la nación de ciudadanos; y, por tanto, como sinónimo de posiciones políticas que en último término son susceptibles de derivar en la defensa de la comunidad orgánica frente a la democracia y la voluntad ciudadana, no sólo habría pocos nacionalistas españoles. También habría menos nacionalistas gallegos, vascos o catalanes de lo que a priori podría parecer. Si definimos nacionalismo como la ideología y el movimiento sociopolítico que defiende y asume que un colectivo territorial definido es una nación, y por tanto depositario de derechos políticos colectivos que lo convierten en sujeto de soberanía, independientemente de los criterios (cívicos, étnicos o una mezcla de ambos) que definan quiénes son los miembros de pleno derecho de ese colectivo, entonces hay nacionalistas españoles sin ser necesariamente antidemócratas, al igual que los hay vascos o canarios.  




			Aquí optamos por un concepto de nacionalismo más amplio y polivalente: la defensa y asunción de que un territorio determinado constituye el ámbito en el que un colectivo humano, definido como una nación, ejerce su soberanía y que, por lo tanto, es sujeto de derechos políticos colectivos. A partir de ahí, y según los criterios por los que se defina quién forma parte de la nación y quién no, hay nacionalismos cívicos o étnicos, aunque en la gran mayoría de los casos lo que encontraremos será una combinación de ambos tipos ideales, más o menos predominantes. Prácticamente ningún nacionalismo cívico en origen ha renunciado a dotarse de algún tipo de legitimidad añadida apelando a la Historia, a la cultura, al «espíritu popular», a las experiencias compartidas o, en fin, a un sustrato que cree identificación emocional, y no meramente contractual, entre los miembros de la nación. Del mismo modo, pocos nacionalismos étnicos en origen, y sobre todo en Europa occidental tras 1945, han preservado sus elementos originarios más incompatibles con la democracia y los valores cívicos, y han dejado de renovarse y evolucionar doctrinalmente. 




			Optar por esta definición implica dos consecuencias teóricas. Primera, que utilizamos el término nacionalista sin connotaciones normativas. Lo que convierte en políticamente aceptable a un nacionalismo en el terreno normativo no es el territorio que asuma como sujeto de la soberanía, sino la compatibilidad de sus postulados con los valores democráticos, y no únicamente con la legalidad vigente. 




			Una segunda consecuencia es que definir de este modo nacionalismo implica también que su presencia es detectable incluso en programas y tendencias políticas que asumen y defienden como un hecho indiscutido e indiscutible, a fuer de comúnmente aceptado, cuál es la nación a la que pertenecen. Ello no implica que ese componente ideológico sea visible, es decir, que ocupe necesariamente el centro de su agenda política y sus prioridades estratégicas. Permanece en estado latente, como conciencia y fidelidad a la nación y sus instituciones políticas, que se acepta como un marco de valores, prácticas culturales y tradiciones predeterminado. Para algunos autores, esto es sinónimo de patriotismo como categoría diferenciable de nacionalismo. Para otros, es simplemente una manifestación complementaria a aquél, por cuanto «el patriota republicano tiene que ser un nacionalista», en la medida en que sólo un entramado de valores comunitarios transmitidos a través de la socialización proporciona el cemento necesario que vincula al individuo a una comunidad política determinada y los valores universales que ésta debe y puede sustentar.  




			Por el contrario, el componente nacionalista (definir qué nación es la que se defiende o asume) juega un papel protagonista en la agenda de aquellos partidos o movimientos sociopolíticos cuya nación de referencia no goza de un reconocimiento institucional considerado suficiente y, sobre todo, de soberanía. Pero en los nacionalismos de Estado, y que dan la nación por preexistente, el nacionalismo se manifiesta como componente visible en tres supuestos básicos: a) amenaza o agresión exterior, o desafío de nacionalismos alternativos en el interior de sus fronteras; b) irrupción en su territorio de poblaciones consideradas extranjeras; y c) elevación del vínculo comunitario nacional a categoría central de su cosmovisión, por encima de otras formas de identidad colectiva; lo que, en el último caso, acostumbra a llevar aparejada —aunque no siempre— una preferencia por ideologías antidemocráticas. 




			Desde un punto de vista analítico, es necesario también huir de la caricaturización extrema de los conceptos aquí discutidos (nacionalismo o patriotismo español) que acostumbra a predominar en los medios de comunicación, entre buena parte de los forjadores de la opinión pública y publicada, y en una parte del mundo intelectual español. La asunción y defensa político-intelectual de que España es una única nación no presupone necesariamente y por sí sola —otra cosa es cómo se argumente y con qué contenidos concretos en materia de derechos y libertades se asocie— la vuelta a una cosmovisión autoritaria y excluyente propia del franquismo. Tampoco consideramos aquí que el concepto patriotismo, entendido como lealtad y orgullo de pertenecer a una nación ya existente que se asume como tal y que goza de un reconocimiento institucional considerado suficiente, sea necesariamente superior desde un punto de vista ético y democrático a la defensa de que una nación no reconocida como tal en forma de Estado. Del mismo modo que no es asumible que todos los nacionalistas subestatales son, en cualquier tiempo y circunstancia, activistas románticos imbuidos de creencias premodernas, que persiguen la construcción de una patria culturalmente homogénea y totalitaria en potencia, basada en esencias medievalizantes e identidades excluyentes, en un mito de los orígenes elevado a instancia absoluta y orientadora de su acción política. Es aún más discutible presentar el propio concepto de identidad nacional, sin atender a cuáles son sus elementos definidores en circunstancias concretas, como un postulado incompatible con la democracia, sobre todo cuando se trata de nacionalismos sin Estado. La terca realidad insiste en relativizar las dicotomías que se acostumbran a utilizar como modelos ideales, y que dividen a los nacionalismos o las identidades nacionales, desde los inicios de la Edad Contemporánea, en étnicos y cívicos. Pues existen nacionalistas cívicos y étnicos, aunque lo más frecuente es una mezcla más o menos diversa de ambos, tanto en el campo de los nacionalistas de Estado como en el de los nacionalistas sin Estado. 




			En la España contemporánea existen y han existido una serie de partidos, programas y cosmovisiones intelectuales que comparten una serie de postulados básicos que, a nuestro juicio, son suficientes para considerarlos nacionalistas españoles. Es decir: 1) la idea de que España es una nación y por tanto único sujeto soberano con derechos políticos colectivos; 2) el reconocimiento de que la condición nacional de España no deriva exclusivamente del pacto cívico expresado en una Constitución (sea la de 1812, la de 1837, la de 1931 o la de 1978), sino que España, como comunidad unida por lazos afectivos y vínculos culturales, por experiencias compartidas y por una lealtad mutua entre sus integrantes, posee una existencia histórica común que data al menos desde el siglo XV; y que, por tanto, han aceptado o aceptan que el demos que constituye el ámbito territorial de ejercicio de la soberanía está predeterminado por factores entendidos como objetivos; y 3) la oposición de principio a la posibilidad teórica de una secesión pacífica y democrática con reglas claras de aquellas partes del territorio español donde pueda predominar, de forma claramente mayoritaria y continuada, una conciencia nacional diferente de la española.  




			La defensa de estos postulados, según buena parte de sus promotores, no supone sin embargo la aceptación de la etiqueta de nacionalista. Por el contrario, con frecuencia se ha rechazado el término y se sustituye por el de patriota español, en particular en el contexto de la España democrática posterior a 1978. Patriotismo que, según algunas interpretaciones, constituiría sin más un sentimiento de fidelidad profunda y sincera a la nación a la que se pertenece. Bien porque, como ha definido el expresidente del Senado Juan José Laborda, el régimen democrático imperante en España tras 1978 permitiría identificarse con España como realidad constitucional de forma electiva viendo en ella una identidad concéntrica que engloba varios niveles de identificación territorial; o bien porque la existencia de esa nación estaría ya dada por un poso compartido de siglos de historia, cultura y convivencia en común, que de tan evidente no necesitaría mayor discusión, y que por tanto constituiría un imperativo ético de cualquier ciudadano español. España sería, según rezaba el manifiesto de la Fundación para la Defensa de la Nación Española (Fundación DENAES) constituida en 2005 y en la que se amalgaman personas de extrema derecha con otras con pasado de izquierdas, un «proyecto nacional, histórico, político y cultural de primer orden», uno de cuyos pilares es «el conocimiento de nuestra Historia».1 No obstante, el discurso político y público explícito imperante en la mayoría del arco político español ha mantenido este patriotismo de modo casi oculto hasta tiempos recientes. 




			Esta paradoja también puede ilustrar la ambigüedad que el nacionalismo español reviste en cuanto nos intentamos acercar a él e identificarlo como un objeto de estudio tangible, en particular en el último medio siglo. De entrada porque, como cualquier otro nacionalismo de Estado desde el siglo  XIX, y más si su ámbito territorial coincide a grandes rasgos con las fronteras de una comunidad política existente ya en la Edad Moderna, puede expresarse mediante una variedad creciente de formas difusas, pero socialmente influyentes, y como un componente de las políticas públicas del Estado, desde la educación hasta la emisión de sellos postales. Y, precisamente por asumir como territorio y como cuerpo social que es sujeto de derechos políticos colectivos una entidad que ya tenía una forma reconocida como comunidad política en tiempos premodernos, el nacionalismo español no siempre ha necesitado presentarse como tal, a través de organizaciones políticas y movimientos sociales identificados con un credo nacionalista visible. Por el contrario, puede identificarse con una convicción prepolítica, que impregna la agencia y los programas de diversos actores sociopolíticos, y al mismo tiempo ser un sentimiento de identidad socialmente extendido. 




			Por lo tanto, la presencia de ese nacionalismo de Estado puede adoptar una forma diluida, evanescente si se quiere, pero convertirse en un elemento que está presente en una multiplicidad de fenómenos de la vida cotidiana, como una identidad asumida de modo semiconsciente por los individuos a lo largo de su proceso de socialización. Como un nacionalismo banal o trivial, de acuerdo con el término clásico acuñado por Michael Billig en 1995, que es registrable en todos los Estados nacionales desde el siglo XIX, pero que a menudo permanece oculto por la ausencia de un cuestionamiento interno o externo de la identidad nacional asumida como natural por todos, sea en Islandia o en Portugal.  
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			De la monarquía católica a la nación  




			imperial (siglos XVI-XIX) 




			 




			Se da la paradoja de que España, como comunidad política que abarca un mismo territorio, es uno de los Estados más antiguos de Europa, cuyo origen se dataría, en teoría, en el siglo XV, y que alcanzó una plasmación en forma de imperio durante la Edad Moderna. Pero precisamente en la época durante la que se consolidan los Estados nacionales europeos, es decir, durante la Edad Contemporánea (desde fines del siglo XVIII), y en particular a lo largo del siglo XIX, España experimentó varios problemas en el proceso de transformación en un Estado nacional, basado en una nueva legitimidad del poder político. Y ello pese a no sufrir amputaciones significativas en su territorio europeo desde el Tratado de los Pirineos (1659), por el que perdía el Rosellón y parte de la Cerdaña, y el posterior Tratado de Utrecht (1713), por el que cedía el peñón de Gibraltar y, por un tiempo, Menorca a Gran Bretaña. 




			A principios del siglo XIX, España no era un Estado plurinacional, pero sí una comunidad política imperial y pluriétnica, como también lo eran Francia, el Reino Unido de Gran Bretaña y la gran mayoría de las monarquías europeas, con la probable excepción del Portugal continental. La diferencia respecto a otros Estados europeos a lo largo del siglo XIX radicó no tanto en la intensidad de la pervivencia de diversas identidades étnicas diferenciales en varios de sus territorios como en las lecturas políticas que se realizaron de la territorialización de la etnicidad y su alcance social. Lo que se debe poner en relación, aunque no de modo monocausal, con la incidencia social del proceso de construcción nacional española por parte del Estado mediante su acción político-institucional. 




			¿Qué carácter revestía la comunidad política hispana desde fines del siglo XV, tras la incorporación de los últimos territorios musulmanes por los Reyes Católicos (1492, conquista de Granada) y la anexión del reino de Navarra por Fernando el Católico (1513)? El panorama de las investigaciones acerca de los protonacionalismos hispánicos durante los siglos XVI, XVII y XVIII permite esbozar algunas conclusiones: 




			1. La monarquía hispánica bajo los Austrias se fundamentaba de forma principal en dos criterios de legitimidad, a saber: fidelidad dinástica y defensa a ultranza de la unidad católica del Imperio, mientras cada «reino» o territorio conservaba sus costumbres y leyes particulares, tal y como éstas se habían desarrollado y codificado desde la Edad Media. La comunidad política hispánica era entendida de este modo como una Monarquía compuesta, lo que algunos autores han denominado paleonacionalismo habsbúrgico, herencia a su vez de varios protopatriotismos territoriales vinculados a los reinos medievales. Dentro de ese protonacionalismo, conviviría una tendencia centrífuga (fidelidad a los diferentes «reinos» o provincias) con otra de naturaleza centrípeta, marcada por la confesión católica y la lealtad a la Monarquía, que actuaba de árbitro entre diferentes estamentos y cuerpos. El poder de aquélla sería codificado por el pactismo, doctrina elaborada por los jesuitas y otros teóricos durante la Contrarreforma que se convirtió en la tendencia dominante en la cultura jurídica hispana del XVIII.  




			El término «España», con origen en la Hispania romana, existía y era de uso corriente desde el siglo XVI. Su significado y valencia, empero, eran muy distintos de los actuales. Se trataba ante todo de una designación geográfica, usada con preferencia por observadores extraibéricos, y no una comunidad política con leyes uniformes. Al tiempo, la difusión de la llamada Leyenda Negra al norte de los Pirineos, que presentaba al Imperio español como un paraíso de la intolerancia religiosa, el fanatismo sectario y la ignorancia intelectual, contribuía igualmente a adscribir a todos los súbditos de la Monarquía española un conjunto de caracterizaciones psicobiológicas y estereotipos, no menos compensada por la cierta imagen doliente que de los españoles se forjaban en el siglo XVII algunos de los clásicos del Siglo de Oro que empezaban a lamentar la decadencia imperial tras la guerra de los Treinta Años, como mostraría, por ejemplo, la obra de Francisco de Quevedo. Esos estereotipos eran contrarrestados por la imagen que del exterior difundieron en España los soldados peninsulares del ejército imperial de vuelta en la Península. 




			A pesar de la tolerancia y pervivencia de códigos legales, costumbres y leyes diferentes, a lo largo de los siglos XVI y XVII la Monarquía intentó «castellanizarse» crecientemente, en parte por los inconvenientes que el respeto a la tradición pactista de la Corona de Aragón causaba a la gobernanza del imperio, cada vez más necesitado de recursos e impuestos. Así, se reforzó y extendió el uso y prestigio del castellano como lengua culta y literaria común, usada por las élites, desde Barcelona a Lisboa. Durante los siglos XVI y XVII, especialmente entre 1556 y 1665, también se construyó culturalmente una identidad que algunos autores denominaron española, mediante la convergencia de discursos sobre la representación política y los orígenes del reino, de símbolos y mitos. En todo caso, fueron los intentos del conde-duque de Olivares por imponer un código legal unificado, idénticas obligaciones militares (Unión de Armas de 1621) y un mismo sistema impositivo, los que actuaron de factor detonante de las rebeliones portuguesa y catalana en 1640. La revuelta catalana, como es conocido, acabó en un fracaso, mientras que la lusitana llevó a la separación de Portugal de la Monarquía hispánica y su reconstitución como reino independiente, después de haber sido incorporado a la Corona hispánica por el rey Felipe II en 1580. 




			2. Tras la guerra de Sucesión y el advenimiento de la dinastía borbónica en 1714, el nuevo monarca, Felipe V, suprimió mediante los Decretos de Nueva Planta los fueros de Aragón, Cataluña, Valencia y Mallorca (1707-1716) en castigo al apoyo mayoritario, aunque no unánime, de las élites de esos territorios a los Austrias durante el conflicto. Con ello, se intentó imponer de forma consciente desde el Estado una política de unificación jurídica más completa. Igualmente, se crearon museos y academias de ámbito español —por ejemplo, la Real Academia Española (1713), la Real Academia de la Historia (1738), o poco después la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando—. Y se puso en práctica una legislación intervencionista sobre el poder municipal y la Administración. Siguiendo en buena medida el modelo de la Francia del absolutismo, todas esas disposiciones aspiraban a asentar la autoridad del rey, y contribuyeron a reforzar un «protonacionalismo» o patriotismo institucional identificado con la Monarquía y el Estado absoluto. 




			Sin embargo, aquí conviven dos interpretaciones. Una es la visión optimista, que tiende a destacar el papel reformador e interventor del Estado borbónico, que buscaba ante todo una mayor eficiencia administrativa y la limitación de los privilegios, como claro precedente de la nacionalización del Estado. Frente a ella se ha situado una visión más pesimista, según la cual la falta de eficacia codificadora, interventora y normativa del Estado borbónico habría predeterminado el fracaso posterior de la misma labor por el Estado liberal. Ese fracaso sería patente, por ejemplo, en la tardía e incompleta unificación de códigos jurídicos y en la diferencia, que a la postre sería decisiva, entre los buenos propósitos de los legisladores y su plasmación práctica. 




			3. Tanto en los territorios ultramarinos de la monarquía como en la metrópoli el concepto de español fue adquiriendo rasgos específicos a lo largo del siglo XVII. En ello influía un elemento, como ha señalado Tamar Herzog: la vecindad. La condición de súbdito de la monarquía se podía adquirir mediante el arraigamiento en una comunidad y la aceptación del resto de los vecinos, y no necesariamente dependía del origen geográfico o del lugar de nacimiento. Al criterio de la lealtad dinástica y la confesión religiosa se añadió de forma progresiva el de la naturalización de los vecinos, que podía incluir a foráneos que se consideraba que se identificaban con la comunidad política hispana. 




			4. Durante el siglo XVIII pervivió en varios territorios —sobre todo en las provincias vascas, donde las élites que controlaban las Juntas Generales vieron recompensada su opción por los Borbones con la pervivencia de las instituciones forales, pero también en los territorios del antiguo Reino de Aragón— y en diversos círculos intelectuales y políticos la concepción «austracista» de la comunidad política hispánica. Es decir, la idea de España como una unión dinástica y religiosa de diferentes cuerpos jurídicos y reinos particulares que salvaguardaban sus tradiciones e instituciones políticas y jurídicas. No se trataba, empero, de una corriente mayoritaria. Buena parte de las élites catalanas, por ejemplo, se acomodaron con fluidez a la nueva situación política y participaron de las ventajas de la incorporación de la Corona de Aragón a los beneficios del comercio con América. 




			Sin embargo, al mismo tiempo también se abrió paso de forma progresiva una nueva concepción protonacionalista, de la que participaron varios pensadores, sobre todo ilustrados. De acuerdo con ella, España como comunidad política era un conjunto de individuos más o menos homogéneo situado bajo la autoridad del monarca ilustrado, cuya función sería ante todo procurar el bienestar para sus súbditos, la cohesión entre ellos, y que, según algunos tratadistas, habrían cedido al monarca una parte de sus derechos, en una línea de interpretación que recordaba al Leviathan de Hobbes. Según esa concepción, el cuerpo político hispano debía dotarse de unas leyes comunes y uniformes, poseía una Historia gloriosa y era defendido de los ataques «extranjeros» —por ejemplo, la polémica contra la peyorativa consideración de España por los enciclopedistas franceses en 1782, que dio lugar a las enérgicas respuestas de José Cadalso o Forner—. En varios de los escritos de los intelectuales ilustrados, el concepto de nación como comunidad política que debía tener cierta uniformidad de lengua, legislación, costumbres, cultos y ritos comenzó a abrirse paso, ya que de este modo se «perfeccionaría» el cuerpo político bajo la autoridad regia. Así, Cadalso, Antoni de Capmany o Francisco J. Masdeu propugnaban ya antes de 1800 que España había de contar con una Historia común y glorificada para asentar su legitimidad presente, para lo que se exaltaban figuras del pasado como el rey altomedieval Don Pelayo o el caudillo militar castellano del siglo XIII Guzmán el Bueno. Y la Real Academia de la Historia acometió desde 1773 la labor de elaborar un diccionario histórico-geográfico para «conocer los orígenes de nuestra nación».  




			A lo largo de la segunda mitad del siglo XVIII las acepciones de los conceptos  nación  y  patria comenzaron a separarse, reservándose el primer término para designar al cuerpo político de la Monarquía, y el segundo para el lugar de origen. Con todo, ambos conceptos todavía coexistieron de modo caótico durante un tiempo, con significados distintos. Así se puede apreciar en la obra del erudito y polígrafo fray Benito J. Feijóo, el conde de Campomanes o la actuación de las Sociedades Económicas o Patrióticas de Amigos del País a partir de 1748. Igualmente, aumentó el recurso al tipismo como argumento opositor a las reformas administrativas borbónicas, patente asimismo en la difusión iconográfica de tipos «populares» españoles como el baturro aragonés o las majas (como así se puede comprobar en los cuadros de Tiépolo o Goya), el motín de Esquilache de 1766 —revuelta contra el marqués del mismo nombre, ministro italiano de Carlos III, alentada por sus opositores con el pretexto de la impopularidad que había causado la prohibición de algunas vestimentas tradicionales—, y la expansión geográfica y social de la afición por la tauromaquia. 




			Esas concepciones preliberales de los ilustrados, en todo caso, sólo carecían de un elemento que se añadiría en el siglo siguiente: la atribución al conjunto de los ciudadanos de la soberanía política propiamente dicha. El legado del preliberalismo protonacionalista se combinaría a comienzos del siglo XIX con el corpus ideológico del primer liberalismo español. Por su parte, la pervivencia intelectual del austracismo se combinará preferentemente con el minoritario pero existente nacionalismo orgánico-historicista del primer Romanticismo hispano en los albores del siglo XIX.  




			5. En este sentido, buena parte de las argumentaciones mítico-historicistas que empezaron a elaborarse y circular desde el siglo XVI para probar la superior ascendencia cristiana de los vizcaínos con el fin de justificar su derecho a la hidalguía universal y defender su acceso a la Administración del Estado frente a los conversos —cristianos descendientes de judíos convertidos a la fuerza—, que dio lugar a construcciones como el tubalismo (la justificación de la hidalguía de los vizcaínos sobre la base de descender de un hijo de Noé) experimentaron una profunda renovación. Dentro de esa reactualización de los mitos fueristas, se apelaba al antiguo concepto «austracista» de España, con el fin de defender y legitimar la pervivencia de los fueros dentro de una Monarquía que tendía a la uniformización jurídica. Elaboraron así temas e ideas que se trasladaron al carlismo y conservadurismo decimonónicos, y que más tarde tuvieron una funcionalidad creciente para legitimar y fundamentar históricamente nacionalismos de signo alternativo y opuesto al español. 




			En definitiva, existían desde la Edad Moderna diversas concepciones sobre el término «España» como comunidad política, y acerca de los «españoles» como colectivo (al igual que circulaban acepciones distintas de lo que eran los alemanes o italianos como colectivo, aunque no existiesen como Estados unificados). No obstante, ninguna de ellas, fuese la concepción austracista propia de la Monarquía de los Habsburgo o fuese la monárquico-ilustrada propia de los Borbones del siglo XVIII, se identificaba con la idea de nación moderna. El basamento teórico de la idea de España como comunidad política seguía fundamentándose en la lealtad dinástica, la religión católica, la vecindad y la identificación con la institución monárquica (es decir, el cuerpo social, jurídico y político situado bajo la autoridad del monarca). Pero hacia fines del siglo XVIII buena parte de esas concepciones convivieron con un incipiente protonacionalismo español. 




			 




			La que sería después bautizada como guerra de Independencia contra el ejército napoleónico entre 1808 y 1813 se ofrece para la mayor parte de la investigación histórica como el acta de nacimiento del nacionalismo español contemporáneo. A pesar de la propia naturaleza del conflicto —una guerra civil entre españoles patriotas  y josefinos o afrancesados, además de un enfrentamiento entre grandes potencias europeas que se dirimía en suelo peninsular—, fue reinventado posteriormente por la historiografía liberal a lo largo del siglo XIX, con el propósito de convertirlo en un mito fundacional del moderno nacionalismo español. En esta etapa reinaba además una gran ambigüedad semántica y política, como se aprecia al analizar los conceptos de nación —usados tanto en el sentido moderno como en el tradicional dieciochesco— y patria —referidos indistintamente tanto al conjunto de la Monarquía como a la «patria local»— que proliferaron en el bando patriota a lo largo de los años de guerra. La movilización nacionalista durante el conflicto se tradujo además en su carácter localista y en la dificultad de hacer combatir a las tropas patriotas más allá de su comarca o región de origen. Algo que también tendría expresión en el carácter predominantemente local de los símbolos de la resistencia antifrancesa, desde el propio Dos de Mayo madrileño al Tambor del Bruc o la reconquista de Vigo. 




			Los primeros liberales españoles, reunidos en las Cortes de Cádiz (1810-1812), elaboraron una concepción moderna de la Nación española como colectividad soberana de los ciudadanos dotados de una ley común, y que asimismo incorporaba planteamientos orgánico-historicistas: se suponía que España era una comunidad forjada por la historia y la cultura, además de aceptar el carácter confesional de la nación. Desde un principio fue notorio el profundo historicismo de ese primer nacionalismo liberal, basado en la idealización de la resistencia a las dinastías de origen foráneo de los comuneros castellanos del siglo XVI o del Justicia de Aragón, de la Edad Media hispana con sus libertades locales opuestas al absolutismo monárquico y las Cortes medievales, particularmente aragonesas. Todo ello sería el germen de una suerte de liberalismo histórico español, que así asentaba su legitimidad y se diferenciaba del de los invasores franceses. Ese historicismo era patente en la obra, por ejemplo, de Francisco Martínez Marina (Teoría de  las cortes o grandes juntas nacionales de los reinos de León y Castilla, 1813). El mismo Discurso Preliminar de la Constitución gaditana establecía que «los españoles fueron en tiempo de los godos una nación libre e independiente, formando un mismo y único imperio». 




			Con todo, lo cierto era que el primer liberalismo hispano también bebió en las fuentes del liberalismo francés, desde el abate Sieyès hasta la interpretación liberal de la idea de voluntad general de Jean-Jacques Rousseau, si bien no se identificaba de forma tajante con el Tercer Estado. Así se plasmó en el texto constitucional de 1812 (artículo 1: «La soberanía reside esencialmente en la Nación», que era, según se señalaba en el artículo 2, «la reunión de todos los Españoles de ambos hemisferios», aunque no hacía mención a la forma de gobierno). También se mostró de modo evidente en los debates constitucionales gaditanos la preferencia por una unidad de leyes, gobierno y administración para el Estado liberal español, desechando la mayoría de los diputados el sentimiento «provincialista», considerado un vestigio del pasado. Y ante el problema que planteaba la integración de los territorios ultramarinos de la monarquía, cuyos delegados superarían en número a los metropolitanos, se optó por la desigualdad de tratamiento y de criterios de representación entre los ciudadanos de la España europea y los de las colonias. Esa solución no sería aceptada por los representantes americanos, sembrándose así las semillas del proceso de emancipación o independencia progresiva de los territorios americanos a partir de sus propias juntas de gobierno provisionales, creadas para suplir el vacío de poder que dejaba la ocupación del trono español por Napoleón. 




			Las representaciones liberales de lo que era la nación española, sin embargo, sólo fueron compartidas por una minoría fundamentalmente urbana y burguesa, para la cual el titular de la soberanía pasaba a ser el conjunto de los ciudadanos, «cualquiera que sea su género de gobierno, y sin la menor relación al rey, aunque el gobierno sea monárquico; pues que si algún día dexa de serlo volviéndose despótico o democrático, no dexará por eso de existir la nación y sus derechos», según afirmaba el Semanario Patriótico en octubre de 1811. 




			Las concepciones acerca de la comunidad política española en el pensamiento servil y después (desde 1833) en el carlismo perpetuaron el protonacionalismo habsbúrgico o austracista de los siglos XVI y XVII, adaptándolo a las nuevas condiciones políticas. A él añadieron renovados componentes ideológicos orgánico-historicistas introducidos por el primer romanticismo literario hispano. De acuerdo con ellos, España poseía una esencia histórica o espíritu nacional (Volksgeist) ancestral, en el que se mezclaban ingredientes de integrismo católico y una vuelta a los valores del Barroco. Esa visión se vio reforzada por la asunción matizada, en clave positiva, de los estereotipos acerca de los españoles que habían sido esbozados por escritores y viajeros foráneos, en particular los románticos franceses y británicos, que destacaron el pseudoorientalismo y exotismo del carácter nacional español, patente en recreaciones como la Carmen de Prospère Merimée (1845), perpetuada por la ópera del mismo nombre compuesta treinta años después por Georges Bizet. El carácter español se distinguiría así por el arcaísmo, el valor, el honor y el misticismo, en su lectura foránea. Pero esa interpretación también influyó en el modo en que los propios españoles se contemplaban a sí mismos. 




			La combinación de austracismo y primer nacionalismo organicista romántico dio lugar a una síntesis en la que se hacían compatibles la unidad de la Monarquía hispana con el respeto de la diversidad regional de gusto foral. La religión y la fidelidad al monarca unirían a los españoles, y a todos ellos sería común ese carácter nacional indómito y guerrero elaborado por los románticos. Combinación que impregnará en lo sucesivo al carlismo, y al tradicionalismo, así como a amplios sectores del liberalismo moderado. 




			 




			El impacto de la pérdida de las colonias americanas en 1820-1824 fue mucho menor al que tendría en 1898. El nacionalismo español era por entonces profundamente eurocéntrico. Y, salvo sectores mercantiles que tenían relación estrecha con los territorios ultramarinos, la independencia de las colonias fue vista por la mayoría de la población como la pérdida de algunos territorios por el rey, sin que ello afectase al cuerpo político español y al ciudadano común. La noción de «imperio» desapareció, en apariencia, de la esfera pública española. El término fue incluso sustituido por el más ambiguo de «territorios de ultramar» o «ultramar». Los despojos de lo que había sido un poderoso imperio ultramarino (Cuba, Puerto Rico y las Filipinas, así como los archipiélagos de las Carolinas, las Marianas y las Palaos) constituían una serie de islas alejadas entre sí. Con todo, la presencia militar y administrativa del Estado español en ellas se reforzó de forma considerable. Puerto Rico y Cuba también experimentaron un creciente proceso de integración económica con los territorios metropolitanos de la Corona española. Sin embargo, los territorios ultramarinos no eran tratados en pie de igualdad con las provincias de la metrópoli. El Estado isabelino, y después la Monarquía de la Restauración, sometió Cuba, Puerto Rico y Filipinas a un permanente estado de excepción. Tras 1874 se volvió a la práctica ya afirmada en 1833-1837: los principios básicos del liberalismo no podían ser aplicados en sociedades cuya estructura racial era completamente distinta de la reinante en Europa, y donde la igualdad entre los hombres podría provocar la rebelión de los esclavos de origen africano. El mismo principio servía para excluir de representación política en Madrid a las Filipinas, donde además se mantuvieron características propias de las sociedades del Antiguo Régimen, como los monopolios, las prestaciones de trabajo obligatorio para los nativos y la coexistencia de regímenes fiscales distintos para cada grupo de población. 




			Los habitantes de las últimas colonias americanas y del Pacífico tampoco gozaron de paridad de derechos políticos. La esclavitud no fue abolida en el Caribe español hasta 1886: su mantenimiento era contemplado como la última trinchera de la defensa de la civilización católica y el orden social en la isla y en el conjunto del imperio, así como de la identidad hispánica: una Cuba negra dejaría de ser española. Existía también, con todo, una facción «federalista», que propugnaba la adopción de un sistema de gobiernos parlamentarios autónomos en los territorios de ultramar. Por otro lado, la estrecha relación entre la sociedad metropolitana y la sociedad colonial, sobre todo en el caso cubano, afectaba al modo en que era contemplada la identidad nacional española, que pasó a ser vista como una nación con colonias y como una comunidad política integrada por varios territorios con entidad propia. El modelo de Estado-nación que vinculaba a España con sus colonias hasta 1898 consistía en una reelaboración de la antigua concepción que había surgido durante la Ilustración, y que preconizaba la existencia de un vínculo cultural y orgánico entre la metrópoli y sus territorios ultramarinos. Cuba y Puerto Rico eran algo más que colonias: eran consideradas partes integrales de la nación española. Desde mediados del siglo XIX, las élites políticas españolas empezaron a abrigar la concepción de que las islas no sólo estaban ligadas a España por lazos económicos, sino también por un pasado compartido. Existía por ello un amplio consenso entre las élites liberales y tradicionalistas en que las colonias no eran territorios aparte, sino elementos constitutivos de la nación española, aunque se basase en una dualidad entre España peninsular y «de ultramar», dos sociedades que mantenían una suerte de yuxtaposición, en la que la dominación era menos importante que la intersección.  




			Los historiadores liberales consideraban además que España, como comunidad nacional, se había recreado en las colonias, integrándolas en su propia narrativa metropolitana. También sostuvieron que el crisol de razas propiciado por el Imperio español en América, al contrario que en el caso británico, había favorecido el mestizaje de conquistadores, colonos e indígenas, dando lugar a nuevas comunidades raciales. Éstas podían considerarse a su vez una continuación de lo que había sido la fusión de pueblos y razas producida en el solar ibérico a lo largo de los siglos. La formación de los pueblos cubano o puertorriqueño habría sido similar a la mezcla que había tenido lugar en la Edad Media entre los diversos ingredientes celtas, romanos y godos en la península ibérica. Los antropólogos españoles aplicaron así a la España ultramarina un modelo explicativo semejante al que habían utilizado para interpretar la diversidad racial y etnocultural de la España metropolitana. Los españoles nunca habían constituido una raza pura, sino que eran el resultado de la mezcla de pueblos en una tierra de paso. Y ese proceso habría tenido continuidad en América.  




			 




			Los exiliados liberales españoles en Londres o París entre 1814 y 1833, a la vista de los ejemplos británico o francés, sí adquirieron una cierta conciencia de que era preciso nacionalizar y relegitimar el nuevo proyecto de comunidad política mediante una reelaboración y revalorización del pasado y una recuperación del espíritu popular. De ahí la labor literaria de escritores como José de Espronceda, el duque de Rivas o, con matices, Mariano José de Larra. Y de ahí también la predisposición de las élites intelectuales del liberalismo a lo largo del segundo tercio del siglo XIX a difundir un programa de exaltación de la Historia de España. Dentro de ese programa publicístico e iconográfico cabe entender la publicación de varias Historias nacionales de España, en particular la Historia general de España de Modesto Lafuente en varios volúmenes (1850-1867), la difusión de los motivos históricos en obras pictóricas de tema patriótico, la creación de museos y bibliotecas nacionales, la fijación de una iconografía de la nación por parte de la prensa periódica, la labor de la Real Academia de la Historia, y un largo etcétera. 
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